El Consejero de Hacienda y Política Financiera del Gobierno de Navarra, en relación a la pregunta para su respuesta por escrito, presentada por Don Maiorga Ramírez Erro, Parlamentario adscrito al Grupo Parlamentario de EH Bildu Nafarroa, registrada con el número entrada 4541, de 24 de noviembre, (9-16/PES-00407),relativa a la valoración por el Gobierno de Navarra y a la estimación del efecto recaudatorio de la imposición relativa a la producción de bebidas azucaradas planteada en otros territorios del Estado  tiene el honor de informarle lo siguiente.
En fechas recientes la agencia de salud de Naciones Unidas ha realizado una solicitud o apelación para que todos los países del mundo establezcan impuestos específicos sobre las bebidas azucaradas. Se trata de intentar de que con esta medida se reduzca la actual avalancha de obesidad y diabetes que, en opinión de esa agencia, se ha convertido en un verdadero azote mundial y que afecta a cientos de millones de personas, siendo especialmente preocupante en las niñas y en los niños.
En concreto, la Organización Mundial de la Salud (OMS) argumenta que un impuesto que incremente el precio de las bebidas azucaradas en un 20% traería como consecuencia reducciones en proporciones similares en el consumo de esas bebidas, según un informe elaborado por expertos de aquella organización.
Esta medida no es nueva, ya que algunos países como Méjico, Francia, Hungría, Chile y Reino Unido tienen implantados impuestos similares, Portugal tiene previsto establecer medidas parecidas y el Parlament catalán ha avalado que el Govern impulse un impuesto a las bebidas con exceso de azúcar y sodio, aunque ha rechazado que el Ejecutivo fije el mismo impuesto para alimentos de la mismas características, con exceso de azúcares, sodio y grasas saturadas.
Otros países, como Alemania, parece que han rehusado su implantación por no obtener el impuesto los efectos deseados y por ser necesario un excesivo control administrativo para recaudarlo. Estos países se apoyan en el experimento fallido de Dinamarca, donde se implantó y se ha derogado. 
En lo que respecta al Reino Unido, el ministro de Economía ha anunciado la medida al presentar su propuesta de Presupuesto 2016-17, con una recaudación prevista (cuantificada en euros) de 660 millones. Se impondrá un impuesto a los refrescos con un alto contenido de azúcar, lo cual ha sido muy bien recibido por el sector sanitario. Se informa que el nuevo impuesto tendrá dos tipos de gravamen, uno para las bebidas con 5 gramos de azúcar por cien mililitros y otro, más alto, para las que tienen más de 8 gramos por cada cien mililitros. Se introducirá en el año 2018, para que el sector económico concernido tenga tiempo de adaptarse, si lo desea, a la nueva realidad jurídica cambiando sus fórmulas y contenidos azucarados.
Desde el punto de vista de la Unión Europea, se trataría de un impuesto especial no armonizado, el cual sometería a gravamen productos no sujetos a los impuestos especiales armonizados, de manera similar al Impuesto sobre determinados medios de transporte. En estos casos, el artículo 1.3 de la Directiva 2008/118/CE dispone como únicos requisitos que dichos impuestos no tengan el carácter de impuestos sobre el volumen de negocios y que la imposición de tales gravámenes no dé lugar, en el comercio entre Estados miembros, a trámites conexos al cruce de fronteras. En definitiva, dicho artículo de la Directiva habilitaría a los gobiernos de los Estados miembros a introducir, siempre que lo consideren oportuno, nuevas figuras impositivas que graven el consumo de determinados productos, como por ejemplo, bebidas azucaradas.
En el ámbito estatal español no se han dado detalles del impuesto a implantar (en cualquier caso Hacienda Tributaria de Navarra los desconoce por completo), si bien se anuncia una recaudación estimada de 200 millones de euros anuales, lo que traducido a Navarra podría representar la cifra de 3 millones de euros. 
Conviene recordar que el último párrafo del artículo 6 del Convenio Económico establece que “cuando se presente un Proyecto de Ley por el que el Estado establezca un nuevo impuesto, se convocará la Comisión Coordinadora, o la Subcomisión en que delegue, para evaluar y analizar la adaptación del Convenio a la nueva figura impositiva proyectada por el Estado, de acuerdo con el procedimiento previsto en la disposición adicional tercera del Convenio.”
Por otro lado, es básico conocer si el nuevo impuesto tendrá el carácter de un impuesto especial de fabricación, cuyo devengo en territorio navarro solamente se produciría si la fábrica se encontrara en dicho territorio, con lo cual sería preciso arbitrar una fórmula de ajuste a consumo por impuestos indirectos, similar a las del artículo 65 del Convenio Económico.
Por el contario, si se articulara como un impuesto especial sobre el consumo, similar al Impuesto especial sobre la electricidad, el devengo se produciría en Navarra cuando se pusieran a consumo en territorio navarro las bebidas azucaradas. En este caso la fórmula de ajuste a consumo seguramente sería mucho más sencilla, pero se complicaría la gestión del impuesto debido al elevado número de sujetos pasivos sometidos a él.
En virtud de lo expuesto, puede concluirse que, a pesar de las buenas intenciones extrafiscales del impuesto (apoyo a la lucha contra la obesidad), planean sobre él muchos, quizá demasiados, interrogantes y debilidades como para realizar una valoración más precisa sobre su posible implantación. 
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